
 
JUZGADO DIECISEIS ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ – 

Sección Segunda 
Carrera 57 Nº 43-91, CAN. Edificio Aydeé Anzola Linares, Piso 4º  

Correo electrónico: admin16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 
Bogotá D.C., veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

Acción: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Marco Fidel Castillo Vega1 
Demandado: Universidad Distrital Francisco José de Caldas y 

Administradora Colombiana de Pensiones - 
Colpensiones2 

Radicación: 11001333501620170029700 
Asunto:  SENTENCIA ANTICIPADA PRIMERA INSTANCIA 

 
Reconózcase y téngase a la Doctora ANA ROSA PALENCIA DE DE DIEGO 
identificada con C.C. N° 41.391.623 y portadora de la T.P. N° 43.719 del C.S. de la J 
como apoderada judicial del señor Marco Fidel Castillo Vega para los términos y 
efectos conferidos en el memorial poder obrante en el archivo 38 del expediente 
electrónico. 
 
Reconózcase y téngase a la Doctora JEIMMY YESENIA GALINDO MORENO 
identificada con C.C. N° 1.026.586.384 y portadora de la T.P. N° 336.957 del C.S.de 
la J como apoderada de la UNIVERSIDAD DISTRITAL FRANCISCO JOSÉ DE 
CALDAS de conformidad con el poder conferido por la firma RODRÍGUEZ DÍAZ 
CONSULTORES Y ASOCIADOS S.A.S. visible en el archivo 32 del expediente 
electrónico y en el folio 7 del archivo 40 del expediente electrónico. 
 
Reconózcase y téngase a la Doctora ÁNGELICA MARGOTH COHEN MENDOZA 
identificada con la C.C. 32.709.957 y portadora de la T.P. N° 102.786 como 
apoderado judicial principal de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES – COLPENSIONES conforme al poder general conferido mediante 
escritura obrante a folios 5-44 del archivo 43 del expediente electrónico y al Doctor 
RICHARD GUILLERMO SALCEDO BUENO identificado con C.C. N° 1.112.627.522 
y portador de la T.P. N° 290.752 del C.S. de la J como apoderada judicial sustituta 
para los efectos y facultades conferidas en los poderes obrantes en el folio 1 del 
archivo 43. 

1. ASUNTO A DECIDIR  
 

Cumplidas las etapas del proceso y los presupuestos procesales del medio de control 
de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral sin que se adviertan 
causales de nulidad, el Juzgado, en primera instancia, dicta la sentencia anticipada 
que en derecho corresponda, de acuerdo con los artículos 179, modificado por el 
artículo 39 de la Ley 2080 de 2021, artículo 187 de la Ley 1437 de 2011 en 
concordancia con el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 y conforme la siguiente 
motivación, 
 

2. ANTECEDENTES 
  
2.1. Pretensiones3. El señor MARCO FIDEL CASTILLO VEGA, por conducto 
de apoderado judicial y, en ejercicio del Medio de control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho dirigido contra la UNIVERSIDAD DISTRITAL 
FRANCISCO JOSÉ DE CALDAS, presentó demanda dentro de la cual solicita la 
nulidad de las Resoluciones N° 194 y 399 de 2015, 483 y 726 de 2016 por medio de 
las cuales se adelantó el procedimiento para declarar compatibilidad pensional o 

                                            
1 marcofidel@gmail.com; dediegoabogados@hotmail.com; dediegoabogados@gmail.com  
2 notificacionjudicial@udistrital.edu.co; info@rdcabogados.com; 
notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co; utabacopaniaguab1@gmail.com; 
utabacopaniaguab@gmail.com  
3 Folios 1-3 archivo 02 expediente electrónico  
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subrogar una mesada pensional de jubilación con Colpensiones que concluyó que 
existía incompatibilidad pensional y ordenó subrogar su pensión de jubilación. 
 
2.2. Hechos4. De los hechos expuestos en la demanda se desprende lo siguiente:  
 

a. Que nació el 25 de octubre de 1944 por lo que a 30 de junio de 1995 contaba 
con 40 años de edad y más de 15 años de servicio, al haberse vinculado desde 
el 10 de noviembre de 1973 a la Universidad Distrital Francisco José de Caldas. 

b. Mediante Resolución N° 030 de 29 de febrero de 1996 la Universidad Distrital 
le reconoció el pago de una pensión de jubilación a partir del 31 de diciembre 
de 1995 por contar con más de 20 años de servicios y 50 años de edad. 

c. A través de Resolución N° 12636 de 26 de abril de 2005 el entonces Instituto 
de Seguros Sociales le reconoció pensión de vejez del régimen de transición 
por servicios prestados en el sector privado como docente de la 
UNIVERSIDAD DE LA SALLE. 

d. La Universidad Distrital Francisco José de Caldas demandó su propio acto 
administrativo de reconocimiento pensional del 1996 ante el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, radicado 25000232500020080001701, 
por considerar que estaba incursas en irregularidades, pretensiones que 
fueron negadas a través de sentencia del 30 de septiembre de 2013. 

e. A través de Resolución N° 194 de 27 de abril de 2015 la Universidad Distrital 
inició trámite administrativo para declarar la compatibilidad pensional o para 
subrogar su mesada pensional de jubilación, una vez le fue comunicada y 
presentó los documentos y pruebas que consideró pertinentes, la entidad 
demandada profirió Resolución 399 de 18 de diciembre de 2015 por medio del 
cual incorporó las documentales y resolvió la petición de pruebas. 

f. El 23 de septiembre de 2016 mediante Resolución N° 483 la Universidad 
Distrital declaró la incompatibilidad pensional y declaró la subrogación de su 
pensión de jubilación, decisión contra la cual interpuso recurso de reposición 
el cual fue resuelto desfavorablemente en la Resolución N° 726 de 29 de 
diciembre de 2016. 

g. Que el reconocimiento pensional efectuado por el Instituto de Seguros Sociales 
fue efectuado atendiendo un total de 1490,57 semanas cotizadas, de las cuales 
tan sólo 22.14 lo fueron por la Universidad Distrital y con posterioridad al 
cumplimiento de requisitos para obtener su pensión de jubilación, y lo 
reglamentado en los artículos 13 y 20 parágrafo 1° del Decreto 758 de 1990. 
 

2.3. Normas violadas y concepto de violación: Como normas violadas se citan 
en la demanda las siguientes: Artículos 2, 13, 23, 25, 29, 46, 48, 53, 58 y 125 de la 
Constitución Nacional, Leyes 33 y 62 de 1985, Ley 100 de 1993 artículos 11, 36, 146, 151 
y 288, Acuerdo 049 de 1990 aprobado mediante Decreto 758 de 1990 artículo 12, Acto 
Legislativo N° 01 de 2005, Ley 4 de 1992 articulo 19 literal g, Ley 1437 de 2011 artículos 
10, 102, 137, 138, 164 y 269, Acuerdos 03 de 1973 y 024 de 1989 artículo 6° expedidos 
por el consejo Superior de la Universidad Distrital. 
 
En su sentir los actos administrativos demandados incurren en desviación de poder 
y abuso de funciones pues la demandada no es la entidad competente para declarar 
la incompatibilidad pensional y la subrogación de una pensión de jubilación, siendo 
ello resorte de la jurisdicción contencioso administrativa, además desconocen sin 
justificación el derecho que le asiste a disfrutar de su pensión de jubilación y su 
pensión de vejez al haber sido adquiridas por orígenes diferentes, a saber, uno por su 
desempeño en el sector público y el otro por su desempeño en el sector privado y de 
conformidad con las normas que regulan cada una de las prestaciones. 
 
2.4. Actuación procesal: La demanda se presentó el 29 de agosto de 20175 y 
mediante auto del 21 de febrero de 20186, previa subsanación se admitió la demanda 
de la referencia por encontrar colmados los requisitos para su procedencia; asimismo, 

                                            
4 Folios 3-7 archivo 02 expediente electrónico. 
5 Archivo N° 04 expediente electrónico 
6 Archivo N° 09 expediente electrónico 
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el 15 de mayo de 20187 fue notificada mediante correo electrónico las entidades 
demandadas, el Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado.  
 
En el término de traslado de la demanda, la Universidad Distrital Francisco José de 
Caldas, dio contestación a la misma ejerciendo su derecho de defensa y contradicción, 
oponiéndose a la prosperidad de las pretensiones.  
 
Posteriormente, mediante constancia secretarial y conforme lo establecido en los 
artículos 175, numeral 2° de la Ley 1437 de 2011 y 110 del Código General del Proceso, 
se corrió traslado de las excepciones propuestas por la entidad demandada.  
 
En auto de 8 de febrero de 2019 se resolvió la medida cautelar solicitada y el 14 de 
agosto de 20208 se ordenó la vinculación de la Administradora Colombiana de 
Pensiones – COLPENSIONES y se dispuso su notificación. 
 
Efectuada la misma y contestada la acción por parte de la vinculada, mediante auto 
de 28 de febrero de 20229 se resolvió la excepción previa presentada por 
COLPENSIONES, el 22 de abril de 202210 se corrió traslado de los documentos 
allegados por la demandada y la vinculada y el 16 de agosto de 202211 en 
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 182 A del C.P.A.C.A. se fijó el litigio y se 
corrió traslado para alegatos. 
 
2.5. Sinopsis de la respuesta.  
 
2.5.1. Universidad Distrital Francisco José de Caldas12 En su escrito se opuso 
a la prosperidad de las pretensiones, indicó que el accionante nunca puso en 
conocimiento de la entidad el reconocimiento pensional efectuado por Colpensiones, 
que dentro del procedimiento adelantado por ellos se demostró que la pensión 
reconocida por Colpensiones se financió en parte por cotizaciones realizadas por la 
Universidad Distrital y que dentro del marco de dicho procedimiento se le dio la 
oportunidad de escoger la prestación que le resultara más favorable sin que este 
hubiera efectuado manifestación alguna. 
 
Que al actor le esta vedado percibir dos pensiones que provengan del tesoro público 
por ser de origen oficial las dos pensiones y cubrir el mismo riesgo y que desde el 
punto de vista normativo no hay ninguna disposición que obligue a que la declaratoria 
realizada por la entidad se efectué a través de un proceso judicial. 
 
Finalmente, que la subrogación pensional es la consecuencia lógica de la 
incompatibilidad pensional y que dentro del procedimiento adelantado por la entidad 
se respetaron las competencias y los trámites para tomar la decisión respectiva. 
 
Como excepciones propuso las de ineptitud sustantiva de la demanda por 
inexistencia de causal de nulidad que ampare las pretensiones a demanda por 
inexistencia de causal de nulidad que ampare las pretensiones y genérica. 
 
2.5.2 Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES13 En su 
escrito de contestación indicó que al no encontrarse dirigidas las pretensiones en su 
contra se abstenía de pronunciarse al respecto y como excepciones de fondo propuso 
las de inexistencia del derecho reclamado a cargo de COLPENSIONES, prescripción, 
buena fe y la genérica o innominada. 
 
2.6. Alegatos de conclusión.  

                                            
7 Archivo N° 11 expediente electrónico 
8 Archivo N° 18 expediente electrónico 
9 Archivo 33 expediente electrónico 
10 Archivo 41 expediente electrónico 
11 Archivo N° 45 expediente electrónico 
12 Archivo N° 12 expediente electrónico 
13 Archivo N° 23 del expediente electrónico 
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2.6.1 Alegatos de la parte demandante14: Dentro del término concedido allegó 
escrito en el que reiteró los argumentos de su demanda y citó apartes de providencias 
proferidas por la Sección Segunda del Consejo de Estado que soportan sus 
pretensiones 
 
2.6.2. Universidad Distrital Francisco José de Caldas15 En su escrito indicó 
que reiteró que estaba facultada para adelantar el procedimiento administrativo 
atacado por el accionante, que la pensión reconocida por el accionante fue financiada 
en parte por la Universidad Distrital y ello los llevó a declarar la incompatibilidad 
pensional, por lo que solicitó se negara lo pretendido 
 
2.6.3. Alegatos de Administradora Colombiana de Pensiones – 
COLPENSIONES. Dentro del término concedido guardó silencio. 
 

3. CONSIDERACIONES 
 
Con fundamento en lo preceptuado en el artículo 155 numeral 2º y 156 numeral 2º 
de la Ley 1437 de 2011, este Juzgado es competente para resolver el conflicto 
planteado. 
 
3.1. Problema Jurídico: consiste en determinar:  
 
Si hay lugar a declarar nula la Resolución N° 194 del 27 de abril de 2015, mediante 
la  cual  se  inició  el  trámite   administrativo  para  declarar  la  compatibilidad 
pensional  o  aplicar  la  subrogación  de  la  mesada  pensional  de  jubilación  por 
compatibilidad     con     la     Administradora     Colombiana de     Pensiones –
COLPENSIONES, la nulidad de la Resolución N° 399 del 18 de diciembre de 2015, 
por medio de la cual se incorporaron unas pruebas documentales y se resolvió la 
petición  de  pruebas  dentro  del  procedimiento  administrativo  iniciado  en  virtud 
de la  Resolución  N°  194  del  27  de  abril  de  2015,  cuyo  objeto  es  definir  la 
compatibilidad o incompatibilidad pensional de la pensión de jubilación otorgada a 
la parte demandante, la nulidad de la Resolución N°483 del 23 de septiembre de  
2016,  mediante  la  cual  la UNIVERSIDAD  DISTRITAL  FRANCISCO JOSÉ   DE   
CALDAS declaró   la   incompatibilidad   pensional   y   declaró   la subrogación de 
una pensión de jubilación reconocida a la parte demandante y la nulidad de la 
Resolución N° 726 del 29 de diciembre de 2016, a través de la cual resolvió de 
manera negativa el recurso de reposición ejercido contra la Resolución N° 483 del 
23 de septiembre de 2016.   
 
Como   consecuencia   de   la   declaración   anterior,   se debe   determinar   si   es 
procedente condenar a la UNIVERSIDAD DISTRITAL FRANCISCO JOSÉ DE 
CALDAS que reconozca la pensión de  jubilación al demandante otorgada al 
demandante mediante Resolución N° 030 del 29 de febrero de 1996 expedida por 
esa universidad, es compatible con la pensión de vejez reconocida  por parte del 
I.S.S. (hoy COLPENSIONES), a través de la Resolución N° 12636 del 26 de abril  de 
2005, por tener orígenes diferentes, es decir, una del sector público y la otra del 
sector privado por haberse desempeñado como docente de tiempo parcial en la 
Universidad de la Salle. 
 
Conforme lo anterior, se debe determinar  si  es procedente  indicar  que  no  hay 
lugar a declarar la incompatibilidad y subrogación a que se refiere la Resolución N°  
483  del  23  de  septiembre  de  2016  expedida  por  la  entidad  demandada, 
comunicándole igualmente a COLPENSIONES respecto de la anulación de los actos 
administrativos demandados. Igualmente, se debe establecer si es procedente 
restablecer el pago de la pensión de vejez del demandante reconocida mediante la 
Resolución N° 12636 del 26 de abril de 2005 por el I.S.S. hoy COLPENSIONES, en 

                                            
14 Archivo N° 47 del expediente electrónico 
15 Archivo N° 40 expediente electrónico  
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caso que para la fecha en que se produzca el fallo definitivo, se encontrara 
suspendida, compartida o subrogada. 
 
Finalmente, se  debe  establecer  si  es  viable  condenar  en  costas  y  agencias  en 
derecho a la parte demandada y que se de aplicación al precedente jurisprudencial 
del caso, conforme a los artículos 10, 102 y 269 del C.P.A.C.A.   
 
Para tal fin, se abordará el siguiente orden conceptual: i) Compatibilidad Pensional, 
ii) Simultaneidad de las cotizaciones, iii) Pensión de Vejez del Decreto 758 de 1990 
y iv) Caso Concreto 
 
3.1 Compatibilidad Pensional16 
 
Sobre este punto se remite este Despacho a los considerandos consignados en el auto 
de 28 de julio de 2022 proferido por el Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso 
Administrativo – Sección Segunda – Subsección B dentro del radicado 
25000234200020160351901 (4155-2018): 
 
En lo concerniente a la compatibilidad entre las pensiones de jubilación y vejez, el 
mencionado artículo 128 de la Constitución Política17 establece:  
 

Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público ni 
recibir más de una asignación que provenga del tesoro público, o de empresas 
o de instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado, salvo los 
casos expresamente determinados por la ley.  
 
Entiéndese por tesoro público el de la Nación, el de las entidades territoriales 
y el de las descentralizadas.  

 
Asimismo, el artículo 31 del Decreto 3135 de 196818, prevé:  
 

Las pensiones de jubilación, invalidez y retiro por vejez son incompatibles 
entre sí. El empleado o trabajador podrá optar por la más favorable cuando 
haya concurrencia de ellas.  
 

Por su parte, el artículo 77 del Decreto 1848 de 1969 preceptuó que «[e]l disfrute de 
la pensión de jubilación es incompatible con la percepción de toda asignación 
proveniente de entidades de derecho público, establecimientos públicos, empresas 
oficiales y sociedades de economía mixta, cualquiera sea la denominación que se 
adopte para el pago de la contraprestación del servicio, salvo lo que para casos 
especiales establecen las leyes y en particular el Decreto 1713 de 1960 y la Ley 1a. 
de 1963».  
 
Respecto de esta prohibición, la sala de consulta y servicio civil del Consejo de 
Estado conceptuó19:  
 

[…] con fundamento en la indispensable calidad de empleado público, 
la finalidad de las dos prohibiciones concurre al mismo fin, que no se 
reciba más de una asignación, bien mediante el desempeño de otro 

                                            
16 Ver entre otras Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Segunda – 
Subsección B, C.P. Carmelo Perdomo Cuéter, 11 de agosto de 2022, radicado 25000-23-42-000-2018-
02166-01 (2563-2021)  
17 Prohibición desarrollada por la Ley 4ª de 1992, «Mediante la cual se señalan las normas, objetivos 
y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y 
prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza 
Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan otras 
disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f) de la 
Constitución Política».   
18 «Por el cual se prevé la integración de la seguridad social entre el sector público y el privado, y se 
regula el régimen prestacional de los empleados públicos y trabajadores oficiales».   
19 Concepto 1344 de 10 de mayo de 2001.   
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empleo, ora de uno sólo, percibiendo otra clase de remuneraciones 
propias de los servidores públicos.  
 
El desarrollo jurisprudencial del término “asignación”, puede 
resumirse así: “con este vocablo genérico se designa en hacienda 
pública toda cantidad de dinero que se fija y destina al pago de las 
prestaciones relacionadas con el servicio público oficial”, según la Sala 
Plena de la Corte Suprema de Justicia - sentencia del 11 de diciembre 
de 1961 -. 
 
Por su parte, esta Sala en la Consulta 896 de 1997 sostuvo que “...la 
prohibición de recibir más de una asignación del tesoro público está 
estrechamente relacionada con el ejercicio de empleos en el sector 
oficial o con el pago de prestaciones provenientes del ejercicio de estos 
empleos (...) las asignaciones mencionadas en dichas normas 
comprenden los sueldos, prestaciones sociales y toda clase de 
remuneración que tenga como fundamento un vínculo o relación 
laboral con entidades del Estado.  
 

A su turno, la jurisprudencia de esta Corporación ha aclarado que si bien es cierto 
que conforme al Decreto 758 de 1990 (atañedero al reglamento general del seguro 
social obligatorio de invalidez, vejez y muerte), en armonía con el precepto 
constitucional contenido en el artículo 128 superior, en principio, serían 
incompatibles las pensiones de vejez a cargo del Instituto de Seguros Sociales (ISS) 
con aquellas provenientes del sector público, también lo es que ha de tenerse en 
cuenta que es viable disfrutar al mismo tiempo de aquella y de una pensión de 
jubilación, en la medida en que la de vejez haya sido concedida con inclusión de 
tiempos laborados únicamente en el sector privado, pues, de lo contrario, en el 
evento en que se incluyan lapsos oficiales, la pensión de vejez involucraría dineros 
que provienen del erario y, en tal sentido, se estaría frente a una incompatibilidad 
pensional20. (subrayas fuera de texto). 
 
3.2 Cotizaciones Simultaneas 
 
Son aquellas que se presentan cuando una persona presta servicios a varios 
empleadores diferentes y se originan en la obligación que se impone a los 
empleadores dentro del marco de la relación laboral de efectuar cotizaciones al 
sistema de seguridad social integral, y de conformidad con el artículo 81 del Acuerdo 
44 de 1989 aprobado mediante Decreto 3063 de 1989 se establecía que estas no 
aumentan el tiempo de cotización pero serán tenidos en cuenta para establecer el 
promedio del salario de base correspondiente, para efectos del pago de las 
prestaciones económicas. 
 
A partir de la expedición de la Ley 100 de 1993 se estableció la obligatoriedad de la 
afiliación al sistema de pensiones y de la realización de cotizaciones para todas 
aquellas personas vinculadas mediante contrato de trabajo o como servidores 
públicos (artículo 15) y de conformidad con el artículo 151 de esta norma el sistema 
general de pensiones regía a partir del 1° de abril de 1994, salvo para los servidores 
públicos del nivel departamental, municipal y distrital para los cuales entraba en 
vigencia a más tardar el 30 de junio de 1995 o antes si así lo determinaba la respectiva 
autoridad gubernamental. 
 
 
 

                                            
20 Acerca del asunto, consultar: Consejo de Estado, sala de lo contencioso-administrativo, sección 
segunda, subsección B, consejero ponente Víctor Hernando Alvarado Ardila, sentencia de 22 de 
octubre de 2009, expediente 05001-23-31-000-2001-00423-01 (262-08); sección segunda, 
subsección A, consejero ponente Jaime Moreno García, fallo de 19 de octubre de 2006, interno 3691-
05; sección segunda, subsección A, consejero ponente Rafael Francisco Suárez Vargas, expediente 
25000-23-42-000-2013-02538-01 (2091-15); sección segunda, subsección B, consejero ponente 
Carmelo Perdomo Cuéter, expediente 05001-23-33-000-2015-02298-01 (1751-2017).   
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3.3 Pensión de Vejez del Decreto 758 de 1990 y el régimen de transición. 
 
El Decreto 758 de 1990, prevé: 
 
Artículo 12. Requisitos de la pensión por vejez. Tendrán derecho a la pensión de 
vejez las personas que reúnan los siguientes requisitos: 
 
a) Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más 
años de edad, si se es mujer y, 
 
b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los 
últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber 
acreditado un número de un mil (1000) semanas de cotización, sufragadas en 
cualquier tiempo. 
 
[…] 
 
Artículo 20. Integración de las pensiones de invalidez por riesgo común y de vejez. 
Las pensiones de invalidez por riesgo común y por vejez, se integrarán así: 
 
Parágrafo 1° El salario mensual de base se obtiene multiplicando por el factor 4.33, 
la centésima parte de la suma de los salarios semanales sobre los cuales cotizó el 
trabajador en las últimas cien (100) semanas. El factor 4.33 resulta de dividir el 
número de semanas de un año por el número de meses. 
 
Parágrafo 2° La integración de la pensión de vejez o de invalidez de que trata este 
artículo, se sujetará a la siguiente tabla: 
 

 
(…) 
 
Por otra parte, el régimen de transición fue aquel que se consagró en el artículo 36 
de la Ley 100 de 1993 como un mecanismo de protección de expectativas pensionales 
frente a la modificación de las condiciones para acceder a la prestación, en este se 
indicó que los cobijados por el serían aquellas personas que al entrar en vigencia el 
nuevo sistema tuvieren 35 años o más si fueran mujeres, 40 años o más si fueran 
hombres, o 15 años o más de servicios cotizados y su beneficio sería el de adquirir su 
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derecho con las condiciones de edad, tiempo de servicios o numero de semanas 
cotizadas y monto establecido en el régimen anterior al que se encuentren afiliados. 
 

4. CASO CONCRETO: 
 
Ahora bien, dentro del acervo probatorio se encuentra lo siguiente: 
 

- El señor Marcos Fidel Castillo Vega nació el 25 de octubre de 1944, por lo que 
al 30 de junio de 1995 contaba con 50 años de edad. (fl. 58 archivo 03 
expediente electrónico) 
 

- Que mediante Resolución N° 030 29 de febrero de 1996 se ordenó el 
reconocimiento y pago de una pensión de jubilación a favor del accionante 
por los servicios prestados como profesor de medio tiempo titular entre el 10 
de septiembre de 1973 y el 31 de diciembre de 1995, es decir, por 22 años, 3 
meses y 21 días de servicios, en valor de $892.731 a partir del 31 de diciembre 
de 1995 y en el mencionado acto administrativo nada se dispuso sobre 
compatibilidad o compartibilidad de la prestación con el entonces I.S.S. (Fls. 
29, 30, 32, 53 a 61 del archivo 02 y 58 – 72 archivo 03 del expediente 
electrónico) 
 

- Que mediante Resolución N° 12636 de 1° de enero de 2005 se le concedió 
pensión de vejez por valor de $1.867.609 como beneficiario del régimen de 
transición y en aplicación del Decreto 758 de 1990 por 1.452 semanas 
cotizadas con una tasa de reemplazo del 90% . (Fls. 11 y 19 archivo 02 
Expediente Electrónico) 
 

- Que el accionante cotizó a la Administradora Colombiana de Pensiones – 
Colpensiones entre el 15 de abril de 1970 y el 31 de mayo de 2005, y cotizó un 
total de 1.490,57 semanas, así: 

 

y las cotizaciones de la Universidad Distrital fueron realizadas entre julio y 
diciembre de 1995 para un total de 22.14 semanas pero estas fueron 
simultaneas a las cotizadas entre julio y diciembre de 1995 por la Universidad 
de La Salle ((fls. 14, 27, 63 archivo 02, 27 archivo 12 Expediente Electrónico y 
Archivo GRP-SCH-HL-66554443332211_346-20150506081853 de la 
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subcarpeta CC-17108062  de la Carpeta Cotizaciones Colpensiones  visible en 
la carpeta 03DocumentosColpensiones del expediente electrónico) 
 

- Que a través de Resolución 483 de 23 de septiembre de 2016 la Universidad 
Distrital Francisco José de Caldas dispuso declarar la incompatibilidad de las 
pensiones del accionante por considerar que 42.80 semanas de las 1.490 
semanas cotizadas en el I.S.S. por éste lo fueron a través de entidades 
públicas, correspondiendo 22.14 a la Universidad Distrital, por lo que 
entiende el tesoro público esta financiando las dos prestaciones del actor y se 
incurre en la prohibición del artículo 128 de la C.P. (Fls. 69 – 90 archivo 02 
expediente electrónico) 

 
Así las cosas, ha de indicar el Despacho que en el sub examine está demostrado que 
el demandado superó las 1000 semanas de cotización exclusivamente en el sector 
privado (acumuló 1.490,57 y de esas semanas más de 900 se efectuaron con 
anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993), por lo que al 
cumplimiento de sus 60 años de edad adquirió el derecho a recibir la pensión de 
vejez preceptuada por el Decreto 758 de 1990, prestación compatible con la de 
jubilación concedida por La Universidad Distrital Francisco José de Caldas, porque 
logró acreditar una densidad de aportes derivados de relaciones de trabajo acaecidas 
por fuera del sector público suficiente para tal fin, tanto es así que le fue otorgada 
esa pensión con una tasa de reemplazo del 90% por haber completado más de 1250 
semanas, de acuerdo con el artículo 20 (parágrafo 2°) del mencionado Decreto. 
 
Sobre este punto, en sentencia del 22 de octubre de 2009 proferida por el Consejo 
de estado en su Sección Segunda dentro del radicado 05001233100020010042301 
(262-08), indicó: 
 

[…] esta Subsección en sentencia de 8 de noviembre de 2007, […] radicado 
interno No. 5435-05, sostuvo: 
 
“En relación con la prohibición constitucional consagrada en el artículo 
128 de la C.P., la Sala considera que no se configura ninguna 
incompatibilidad entre recibir sueldo en un cargo público y pensión de 
vejez, pues como lo expresó la Sala de Consulta y Servicio Civil en 
Concepto No. 1480 de 8 de mayo de 2003, no se trata de dos asignaciones 
provenientes del tesoro público, (...)”. 
 
[…] 
 
Bajo estas consideraciones, puede concluirse, que no es acertada la 
decisión de la Administración relativa a la negativa del derecho pensional 
reclamado [pensión de jubilación docente], fundada en la 
incompatibilidad pensional, máxime si, como en el presente asunto, la 
pensión reconocida por el ISS es resultado de aportes eminentemente 
privados […] 
 
En un asunto con contornos fácticos y jurídicos similares al presente, la 
Subsección A, Sección Segunda de esta Corporación concluyó: 
 
“La anterior jurisprudencia es aplicable al caso concreto. En efecto, se 
trata de dos asignaciones completamente diferentes por su origen y por 
su fuente: una, la que reclama el actor del Fondo de Prestaciones del 
Magisterio y otra la que recibe del ISS; la primera obedece a servicios 
prestados al Estado; la otra por haber cotizado como trabajador 
independiente, lo cual conduce a indicar que las dos pensiones son 
compatibles por cuanto no se opone a lo señalado en la norma 
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constitucional que prohíbe, salvo excepciones, percibir una pluralidad de 
asignaciones provenientes del Tesoro Público.”21. 

 
Asimismo, la Corte Suprema de Justicia (sala de casación laboral), en fallo de 4 de 
julio de 2012, expediente 40413, M. P. Luis Gabriel Miranda Buelvas, precisó: 
 

Luego, en ningún yerro jurídico incurrió el Tribunal al considerar que 
por cumplir el actor, por estar amparado por el régimen de transición 
de la Ley 100 de 1993, los requisitos previstos en el Acuerdo 049 de 1990, 
aprobado por Decreto 758 del mismo año, para acceder a la pensión de 
vejez, dado que reunió el número de semanas de cotización 
provenientes de empleadores particulares en los 20 años 
anteriores al cumplimiento de la edad, y sin lugar a reproche 
alguno por contar con la pensión oficial por cuanto, a su vez, había 
prestado el tiempo de servicios contemplado por la Ley 33 de 1985 al 
servicio del Estado, tenía derecho a la reclamada pensión de vejez. 
 
Ahora bien, en relación con las alegaciones concernientes a la 
imposibilidad de contar el actor con dos pensiones, una del sector 
público y otra del régimen común administrado por el Instituto de 
Seguros Sociales, con argumentos relativos al objeto de cada prestación 
e, inclusive, a la de su financiación, basta decir que son 
cuestionamientos más que superados por la jurisprudencia, pues de 
data bastante anterior se ha entendido por ésta que si la primera fue 
reconocida por servicios prestados al sector público con o sin aportes a 
las anteriormente llamadas ‘cajas de previsión’; en tanto la segunda 
fue otorgada, a su vez, por prestarlos a empleadores 
particulares y con aportes al Instituto aquí demandado, las 
dos prestaciones emergen compatibles en favor del 
trabajador, pues en modo alguno su razón de ser, su objeto y 
su financiación se pueden confundir. Predicamento que continúa 
vigente para quienes, siendo beneficiarios del régimen de transición de 
la Ley 100 de 1993, prestaron sus servicios a empleadores públicos con 
anterioridad a su vigencia, e igualmente lo hicieron a particulares 
siendo afiliados a la entidad demandada por éstos desde aquella época, 
pero que por razón del requisito de edad apenas vienen a acceder al 
derecho pensional, en uno o los dos casos, en vigencia de esta nueva 
normatividad22. 
 

Conforme a lo expuesto en precedencia, considera este Despacho Judicial que el 
accionado satisfizo plenamente el requisito de cotizaciones previsto en el Decreto 
758 de 1990 con tiempos laborados en el sector privado (más de 1000), por lo que 
en el acto de reconocimiento de la pensión de vejez solo se le tuvo en cuenta para su 
cálculo los períodos cotizados en el privado, pues aunque se relaciona la fecha hasta 
la cual se tomó para otorgar la prestación (30 de abril de 2005), también lo es que 
no requirió de los lapsos cotizados al sector público para obtenerla siquiera en el 
monto concedido. 
 

                                            
21 Sentencia de 19 de octubre de 2006, C. P. doctor Jaime Moreno García, radicado interno No. 3691-
05. 
22 Ver también, de las mismas Corporación y sala, los fallos de (i) 12 de agosto de 2009, M. P. Gustavo 
José Gnecco Mendoza, expediente 35374; y (ii) 3 de mayo de 2011, M. P. Carlos Ernesto Molina 
Monsalve, expediente 39810: «En efecto, en condiciones normales el hecho de gozar el trabajador de 
una pensión de jubilación o de vejez sería razón suficiente para negar la procedencia del derecho a la 
pensión sanción, de acuerdo con la jurisprudencia transcrita. Pero ello no puede entenderse así 
cuando el trabajador, por razón de los servicios prestados al empleador que sin justa causa lo despide, 
de todos modos tiene derecho a una pensión de vejez, en este último caso en el evento de haber sido 
afiliado al Seguro Social oportunamente, por no existir una incompatibilidad para gozar 
simultáneamente de las dos prestaciones, originadas ellas, desde luego, en el trabajo a diferentes 
empleadores con distinta naturaleza jurídica, uno oficial y el otro privado, y en épocas que no sean 
totalmente concurrentes […]» 
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Ahora bien, sin perjuicio de lo expuesto, resulta importante indicar que no desconoce 
este Despacho que dentro del plenario se encuentra probado que la Universidad 
Distrital Francisco José de Caldas efectuó cotizaciones al desaparecido I.S.S, pero 
que las mismas se originaron en la obligación consagrada en la Ley 100 de 1993 en 
sus artículos 15 y 151 incluso ya con posterioridad al cumplimiento de las condiciones 
fijadas en las normas internas del claustro universitario para acceder a su prestación 
de jubilación. 
 
Así las cosas, en atención a las pretensiones, a la fijación del litigio y a lo informado 
por la parte accionante en memorial del 30 de agosto de 2022, se accederá a declarar 
la nulidad de las Resoluciones N° 194 y 399 de 2015, 483 y 726 de 2016 por medio de 
las cuales se adelantó el procedimiento para declarar compatibilidad pensional o 
subrogar una mesada pensional de jubilación con Colpensiones que concluyó que 
existía incompatibilidad pensional y ordenó subrogar su pensión de jubilación. 
 
Se declarará compatibles las prestaciones que le fueron reconocidas al actor a través 
de las Resoluciones N° 030 de 29 de febrero de 1996 proferida por la Universidad 
Distrital Francisco José de Caldas y 12636 de 1° de enero de 2005 proferida por el 
entonces Instituto de Seguros Sociales, hoy Colpensiones. 
 
A título de restablecimiento se ordenará a la Universidad Distrital Francisco José de 
Caldas que reanude a favor del señor Marco Fidel Castillo Vega el pago del 100% de 
la pensión de jubilación a la que tiene derecho y le reintegre una suma igual a la que 
este venía recibiendo como Pensión de Vejez de Colpensiones desde el momento en 
que aplicó la subrogación y hasta la fecha en que de cumplimiento a la orden de 
reanudación del pago, debidamente indexadas de acuerdo con la fórmula según la 
cual el valor presente (R) se determinará al multiplicar el valor histórico (Rh) por el 
guarismo que resulta de dividir el índice final de precios al consumidor certificado 
por el DANE (vigente a la fecha de la sentencia) por el índice inicial (vigente a la 
fecha de la causación de la prestación). La fórmula que debe aplicar la entidad 
demandada es la siguiente: 
 

R = Rh índice final 
    Índice inicial 

 
5. CONDENA EN COSTAS 

 
Siguiendo en este punto la sentencia de la sección segunda del 18 de julio de 201823, 
tenemos que: 
 

“a) El legislador introdujo un cambio sustancial respecto a la 
condena en costas, al pasar de un criterio “subjetivo” –CCA-  a un 
“objetivo valorativo” – CPACA- 
 
b) Se concluye que es “objetivo” porque en toda sentencia se 
“dispondrá” sobre costas; es decir, se decidirá, bien sea para 
condenar total o parcialmente, o bien para abstenerse, según las 
precisas reglas del CGP. 
 
c) Sin embargo se le califica de “valorativo” porque se requiere que 
en el expediente el juez revise si las mismas se causaron y en la 
medida de su comprobación. Tal y como lo ordena el CGP, esto es, 
con el pago de gastos ordinarios del proceso y con la actividad del 
abogado efectivamente realizada en el proceso. Se recalca, en esa 
valoración no se incluye la mala fe o temeridad de las partes. 
 
d) La cuantía de la condena en agencias en derecho, en materia 
laboral, se fijará atendiendo la posición de los sujetos procesales, 

                                            
23 Consejo de estado, Sección segunda, Subsección A, sentencia del 18 de julio de 2018, C.P. William 
Hernández Gómez; Rad: 68001-23-33-000-2013-00698-01 (3300-14) 
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pues varía según la parte vencida sea el empleador, el trabajador o 
el jubilado, estos últimos más vulnerables y generalmente de 
escasos recursos, así como la complejidad e intensidad de la 
participación procesal (Acuerdo núm. 1887 de 2003 Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura) 
 
e) Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán 
por no escritas, por lo que el juez en su liquidación no estará atado 
a lo así pactado por estas 
 
f) La liquidación de las costas (incluidas agencias en derecho), la 
hará el despacho de primera o única instancia, tal y como lo indica 
el CGP, previa elaboración del secretario y aprobación del 
respectivo funcionario judicial. 
 
g) Procede condena en costas tanto en primera como en segunda 
instancia.” 

 
En consecuencia y de conformidad con lo expresado por la jurisprudencia 
transcrita, encuentra este Despacho que no se encuentra probada la causación de 
las costas. En consecuencia, el despacho se abstendrá de condenar en costas a la 
parte demandante conforme las previsiones del artículo 365 del C.G.P. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECISÉIS (16) ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. – SECCIÓN SEGUNDA -, 
en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: DECLÁRASE la nulidad de los actos administrativos proferidos por 
la UNIVERSIDAD DISTRITAL FRANCISCO JOSÉ DE CALDAS, 
contenidos en las Resoluciones N° 194 y 399 de 2015, 483 y 726 de 2016 por medio 
de las cuales se adelantó el procedimiento para declarar compatibilidad pensional 
o subrogar una mesada pensional de jubilación con Colpensiones que concluyó que 
existía incompatibilidad pensional y ordenó subrogar su pensión de jubilación. 
 
SEGUNDO: DECLÁRESE compatibles las prestaciones que le fueron 
reconocidas al señor MARCO FIDEL CASTILLO VEGA a través de las 
Resoluciones N° 030 de 29 de febrero de 1996 proferida por la Universidad 
Distrital Francisco José de Caldas y 12636 de 1° de enero de 2005 proferida por el 
entonces Instituto de Seguros Sociales, hoy Colpensiones. 
 
TERCERO: A título de restablecimiento del derecho CONDÉNASE a la 
UNIVERSIDAD DISTRITAL FRANCISCO JOSÉ DE CALDAS a reanudar a 
favor del señor MARCO FIDEL CASTILLO VEGA el pago del 100% de la 
pensión de jubilación a la que tiene derecho y le reintegre una suma igual a la que 
este venía recibiendo como Pensión de Vejez de Colpensiones desde el momento en 
que aplicó la subrogación y hasta la fecha en que dé cumplimiento a la orden de 
reanudación del pago, debidamente indexadas 
 
CUARTO: ABSTENERSE de condenar en costas y agencias en derecho a la parte 
demandada, por las razones indicadas en esta providencia.  
 
QUINTO: La entidad demandada dará cumplimiento al presente fallo, dentro de 
los términos previstos en el artículo 192 y siguientes del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, sin necesidad de mandato 
judicial. 
 
SEXTO: En firme esta Sentencia, por la Secretaría del Juzgado COMUNÍQUESE 
a la entidad condenada, con copia íntegra de la misma para su ejecución y 
cumplimiento (Artículos 192 y 203 incisos finales, de la Ley 1437 de 2011). 
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Igualmente expídase a costa de la parte demandante copia íntegra y auténtica de la 
misma, con constancia de ejecutoria, en los términos del numeral 2, del artículo 114 
del C.G.P.  
 
SÉPTIMO: Se REQUIERE a la entidad condenada que una vez se encuentre en 
firme esta providencia al momento de cumplir la sentencia y hacer el respectivo pago 
se le consigne directamente a la cuenta del demandante y no se realice dicho pago a 
través de depósito judicial en la cuenta del juzgado. 
 
OCTAVO: Ejecutoriada esta providencia, por la Secretaría del Juzgado devuélvase 
al interesado el remanente de los gastos del proceso si los hubiere, excepto los 
causados y hecha la liquidación del proceso y las anotaciones de ley, ARCHÍVESE 
el expediente. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

BLANCA LILIANA POVEDA CABEZAS  
JUEZ 
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